	San Salvador de Jujuy, 3 de septiembre de 2011. 

AUTOS Y VISTOS: los de este expediente nº 161/11, caratulado "Acción de Habeas Corpus planteada por el Dr. Lucas R. Grenni a favor de O. E. A. y R. A. A.", del que 

RESULTA: 

Se presenta por ante estos estrados el Dr. Lucas R. Grenni, invocando su calidad de letrado defensor de O. E. A. y de R. A. A., interponiendo hábeas corpus a favor de sus asistidos. 

Relata que ambas personas fueron detenidas el 12 de agosto del corriente año en la localidad de Abra Pampa por un hecho al cual el Sr. Agente Fiscal calificó, prima facie, a los fines de la imputación, como robo calificado por el uso de arma y en poblado y en banda. 

Señala que se solicitó al juzgado interviniente la excarcelación de sus defendidos y que, tras recibirse las declaraciones indagatorias de los imputados, nunca se le notificó ninguna resolución sobre lo peticionado. Agrega que tampoco se notificó que los imputados hayan sido puestos a disposición de cualquier otro juez. 

Refiere que en el Juzgado de Instrucción correspondiente al Dr. Juan Carlos Nieve se le informó al presentante que se ignora el sentido de lo resuelto y que la causa fue girada al Magistrado residual. 

Manifiesta que la Mesa de Entradas del Juzgado de Instrucción Penal nº 2 no brinda atención, atento a lo cual no se responde a su requerimiento acerca de si sus defendidos se encuentran a disposición del Juez residual. 

Invoca la titularidad por parte de los Sres. A. de su condición de inocentes, por lo que tienen derecho a que se resuelva la petición de excarcelación, tienen derecho a presentar una nueva excarcelación extraordinaria para el caso en que la ordinaria hubiera sido denegada y tienen derecho a optar por ser juzgados por el nuevo ordenamiento procesal en vigencia que les es favorable, con arreglo al cual, el principio fijado expresamente en el art. 304 es el de la libertad. Destaca que nada de esto es posible pues "ni el Juez que los indagó ni el que tiene actualmente la causa, quieren recibir los escritos de esta defensa, implicando una gravísima afectación de sus derechos constitucionales y la adopción de vías de hecho arbitrarias e infundadas e ilegales en pleno régimen democrático". 

Agrega que desconoce por qué sus defendidos habrían sido sacados de la órbita del entendimiento del Juez Natural de la causa, sin encontrar fundamento respaldado en la ley que otorgue competencia e imperio en carácter residual al Juez Aróstegui en relación de todas las causas que tramitaran en los Juzgados de Instrucción Penal con anterioridad a este régimen procesal. Puntualiza que "no existe por ley ningún juzgado de Instrucción Penal Residual, y entendiendo que la jurisdicción y la competencia penal son improrrogables y únicamente otorgadas por la ley", no entiende cómo puede decidir sobre las causas de otros jueces. 

Solicita, en consecuencia, la inmediata libertad de sus defendidos pues su situación procesal debe ser resuelta sin demoras, "ya que no son cosas depositadas en una seccional y entendiendo los remedios procesales habituales que esta defensa podría y pretende esgrimir le son impedidas por las vías de hecho de un Juez que no tiene competencia para entender en la causa". 

Enfatiza que, para resolver en el sentido peticionado, deberá considerarse, además de la situación denunciada, que sus defendidos tienen arraigo suficiente ya que han nacido, vivido siempre y trabajan actualmente en la ciudad de Abra Pampa, han ofrecido caución juratoria y no resta ninguna medida procesal probatoria del hecho del que se les acusa por lo que no pueden entorpecer la investigación. 

Luego de avocado el suscripto al conocimiento de la causa y realizada la audiencia con los Sres. O. E. A. y R. A. A., prevista por el art.40, inciso 3, de la Constitución Provincial, según surge de autos, así como acompañada la causa principal nº 1601/11, junto con sus agregados, la petición se encuentra en estado de ser resuelta. 

CONSIDERANDO: 

I. En aras de dirimir la cuestión resulta indispensable individualizar cabalmente el tópico que constituye el eje central sobre el que se ha deducido la acción. 

A la luz del tenor del planteo efectuado, advierto que el punto nodal que inspira la pretensión estriba en la denuncia de que "los remedios procesales habituales que esta defensa podría y pretende esgrimir le son impedidos por las vías de hecho de un Juez que no tiene competencia para entender en la causa", en alusión al Juzgado de Instrucción de causas ley 3584, al que indica como no previsto por la ley. Digo ello porque, si bien es cierto que el presentante destaca que el efecto principal de la actitud criticada y motivadora del habeas corpus es la privación de la libertad de sus asistidos, no es menos cierto que el principal reproche que formula consiste en esgrimir el derecho que tienen sus defendidos "a que se resuelva la petición de excarcelación" y a "presentar una nueva excarcelación extraordinaria para el caso de que la ordinaria hubiera sido denegada...". 

II. Ello sitúa a la materia en debate en el segundo de los supuestos que enuncia el inciso 1º del art. 40 de la Carta Magna local. En efecto, dispone allí la Constitución que "Toda persona que fuere detenida sin orden emanada en legal forma de autoridad competente, por juez incompetente o por cualquier autoridad, o a quien ilegal o arbitrariamente se le negare, privare, restringiere o amenazare en su libertad, podrá por sí o por tercero en su nombre, sin necesidad de mandato, valiéndose de cualquier medio de comunicación y a cualquier hora, promover acción de hábeas corpus ante un magistrado judicial, con excepción de los que integran el Superior Tribunal de Justicia, a fin de que ordene su libertad o que lo someta a juez competente o que haga cesar inmediatamente la amenaza, supresión, privación o restricción de su libertad". 

II.1. A fin de despejar la cuestión en examen, cabe tener en cuenta que el primero de los supuestos fijados en la mencionada norma, a saber, cuando una persona "fuere detenida sin orden emanada en legal forma de autoridad competente", no comprende el supuesto detallado en la especie. 

Conforme surge de la constancia de fs. 57 y vta. del expte. Nº 1601/11, los Sres. O. E. A. y R. A. A. se encuentran privados de libertad merced a una orden de detención oportunamente librada por el Juez competente, en cuyo mérito debe desestimarse que el caso en estudio se identifique con la aludida primera alternativa. 

II.2. En idéntico sentido debo pronunciarme respecto del último de los supuestos contemplado en el inciso 1º del art. 40, en cuanto la protección se instaura para aquel "a quien ilegal o arbitrariamente se le negare, privare, restringiere o amenazare en su libertad". 

En el caso en estudio, la motivación invocada para sustentar la pretensión no consiste en ninguna de estas causales, sino en que, a la par que el letrado invoca no haber sido notificado de resolución alguna vinculada a la excarcelación deducida, impidiéndole ello articular los demás remedios procesales que estime menester, tampoco lo ha sido respecto de la remisión de la causa a otro proveyente distinto al que originalmente entendiera en ella. Sobre esto, advierto que, según surge de la constancias de 4 y vta. del expte. Nº 1607/11, caratulado "Incidente de excarcelación a favor de O. E. A. en expte. Ppal. Nº 1601-11", que tengo a la vista, el mentado pedido de excarcelación fue efectivamente resuelto el 30 de agosto de 2011, en sentido desfavorable a lo solicitado. 

Es también cierto, tal como lo indica el presentante, que no se lo ha notificado de lo allí decidido, toda vez que ninguna constancia obra en dichas actuaciones que den cuenta de ello, no obstante lo cual sí consta que O. E. A. y R. A. A. fueron notificados personalmente. 

Ello, que no deja de ser una deficiencia achacable a la tramitación de la causa, en modo alguno, a mi modo de ver, autoriza a la deducción de una medida como la promovida, toda vez que la cuestión central, a saber, la alegada necesidad de que se dirima la excarcelación solicitada, se halla satisfecha. 

Por tal razón, juzgo que el caso tampoco se enmarca en el tercer supuesto del inciso 1º del art. 40 de la Constitución Provincial. 

II.3. Ello deja la cuestión conflictiva circunscripta, como se entendiera al principio de este parágrafo, al segundo supuesto de dicho precepto, a saber, cuando la razón alegada para sustentar el habeas corpus estriba en que la privación de libertad fue dispuesta "por juez incompetente o por cualquier autoridad". 

Es éste el ítem en cuyo contexto, a la luz de las expresiones vertidas al instaurar la acción, desconociendo la competencia del Juzgado de Instrucción residual, debe juzgarse la pretensión entablada, a efectos de constatar su procedencia o improcedencia. 

II.3.1. La primera cuestión que -estimo- merece ser analizada versa sobre la ausencia de norma legal que otorgue entidad al Juzgado de Instrucción Residual. Ello así por vincularse la materia con lo relativo a la garantía del juez natural.Sobre este aspecto, aduna el presentante desconocer la razón por la cual sus defendidos habrían sido sacados de la órbita del entendimiento del Juez natural de la causa, sin que medie respaldo fundado en ley que le otorgue competencia al Juez residual. 

Liminarmente, cabe señalar que con fecha 29 de agosto el Superior Tribunal de Justicia ha emitido las acordadas nº 126 a 135 del corriente año, relativas a la puesta en marcha del nuevo régimen adjetivo penal, las que fueron publicadas en la página oficial del Poder Judicial de la Provincia el 31 de agosto próximo pasado, a horas 12:07. 

A mérito de los fundamentos invocados en las citadas normas, se constata que las disposiciones adoptadas lo fueron en virtud de lo preceptuado por los arts. 156, numerales 6 y 7 de la Constitución Provincial; 49, inciso 1º, de la ley Orgánica del Poder Judicial y 554 de la ley 56 23. 

En consecuencia, el extremo a ponderar radica en si se ha discernido competencia al Juzgado de Instrucción residual, determinada por Acordada nº 130 y, en su caso, si ésta es nueva o distinta a la que anteriormente tenía ese órgano jurisdiccional. 

Para ello, deviene necesario señalar que, en efecto, la Constitución local autoriza al Superior Tribunal de Justicia, en su calidad de cabeza de uno de los Poderes del Estado Provincial, a "Ejercer la superintendencia de la administración de justicia" y a "dictar las acordadas sobre prácticas judiciales", en orden a proveer al buen gobierno del Poder Judicial. 

Ello pone las cosas de un modo diferente al originalmente planteado en esta acción pues del contenido de la referida Acordada 130/11, surge que, en realidad, dicho precepto no ha creado competencia, sino que ha redistribuido las funciones relativas a la ya existente. 

Veamos, por medio del dictado de la ley 5623 la Legislatura Provincial, en ejercicio de su competencia constitucional, ha dictado el nuevo Código Procesal Penal, según lo establece el art.123, inciso 9, de la Carta Magna. Sin embargo, no se ha pronunciado aún sobre la pertinente reforma de la ley orgánica del Poder Judicial, que se adecue a los nuevos institutos concebidos para el funcionamiento del ordenamiento penal adjetivo. 

Pero, de otro lado, la misma norma creada por el Poder Legislativo, con la sucesiva intervención de todos los poderes del Estado, ha estatuido, en su art. 554, que "[e]sta Ley empezará a regir al año de su publicación", agregando que "[e]l Superior Tribunal de Justicia podrá ampliar este plazo por igual término si fuere indispensable". De allí se deriva el plazo que, con carácter imperativo, el legislador local ha concedido para que comience a regir en nuestra jurisdicción el nuevo Código Procesal Penal, autorizando sólo una ampliación por un plazo igual al inicialmente fijado, esto es, un año más. Si bien es cierto que, a pesar del tiempo transcurrido, no se ha emitido la preceptiva orgánica consecuente con las modificaciones introducidas en el ordenamiento ritual, no es menos relevante tener en cuenta que no es posible presumir inconsecuencia, imprevisión o inadvertencia en el legislador, de la que se derive una interpretación que, fijando un régimen de inicio de aplicación -"comenzará a regir"- inexorable en una disposición legal, como lo es el art. 554 de la ley 5623, desautorice, simultáneamente, su comienzo por ausencia de los recursos, institutos y mecanismos inherentes a su funcionamiento. Esta circunstancia permite recordar el criterio fijado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Acosta" (CSJN, "Acosta", 23/4/2008, LL, 20/5/2008, 7). Dijo allí el Tribunal Cimero que, "para determinar la validez de una interpretación, debe tenerse en cuenta que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra (Fallos: 304:1820; 314:1849), a la que no se le debe dar un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, sino el que las concilie y conduzca a una integral armonización de sus preceptos (Fallos:313:1149; 327:769). Este propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas en la redacción del texto legal, las que deben ser superadas en procura de una aplicación racional (Fallos: 306:940; 312:802), cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho (Fallos: 310:937; 312:1484)". 

Este es el criterio hermenéutico que debe primar en la especie. 

No escapa a mi perspectiva que el pronunciamiento en el que se produjo esta apreciación del Más Alto Tribunal Nacional se vinculó a un supuesto en el que se debatía la determinación del criterio -amplio o restrictivo- a aplicar para al concesión del instituto de la suspensión del juicio a prueba, pero lo relevante del apartado glosado del referido decisorio es que revela el punto de vista desde el que cabe encarar la labor de interpretación judicial de las disposiciones vigentes. 

Es por tal razón que el mismo legislador provincial, en el art. 555 de la ley 5623, estatuyó que "[a] fin de establecer el número de jueces y fiscales que continuarán con esos trámites y los de la alzada, y el modo en que se distribuirán las causas, el Superior Tribunal de Justicia dictará la reglamentación pertinente, salvo en lo que no estuviere expresamente previsto en la presente Ley". Precisamente, esta reglamentación asumida por la acordada nº 130/11 que, en su art. 2º, designa "al actual Juzgado de Instrucción nº 2 y al Agente Fiscal nº 2 para llevar adelante la tramitación de las causas establecidas por la Ley nº 3584, a partir del 1º de septiembre del corriente, con arreglo a lo dispuesto por el art. 554, apartado 2, del Código Procesal Penal" ha cumplido con ese cometido confiado por el legislador. Del tenor de las expresiones utilizadas en la referida normativa, a la sazón, el primer elemento -gramatical- de la hermenéutica al que cabe acudir, no es posible interpretar que el Superior Tribunal de Justicia haya hecho otra cosa que aquella que le impone y le autorizan los arts. 554 y 555 de la ley 5623. Habrá de notarse a este respecto que, a los fines de la puesta en práctica del nuevo ordenamiento procesal, el legislador local ha conferido al Superior Tribunal de Justicia la obligación -el verbo "deberá" es categórico al respecto- de "realizar la redistribución funcional necesaria, abrir o cerrar oficinas, asignar funciones, reorganizar despachos y la competencia territorial de los tribunales, siempre que ello resulte indispensable para la aplicación de este Código", a lo que se ha dado cumplimiento con lo previsto en la Acordada 130/11. 

Por ende, cabe concluir que no se ha prorrogado competencia alguna a favor del Juzgado de Instrucción residual, sino que, en los términos del art. 554 de la ley 5623, se ha efectuado una "redistribución funcional necesaria", estableciendo, según lo ordena el art. 555, "el número de jueces y fiscales que continuarán con esos trámites". 

II.3.2. Por otra parte, resulta, por lo menos, inconsecuente, postular el derecho que les asiste a los Sres. O. E. A. y R. A. A. a optar para que su causa discurra con arreglo al nuevo ordenamiento procesal en vigencia, dado su carácter más favorable y, simultáneamente, reprochar que se haya dado cumplimiento con lo que mandan los arts. 554 y 555 de la ley 5623, que viabiliza su aplicación. 

II.4. Habida cuenta que existe un juez competente, designado por ley precedente, en cuanto se exige que la tramitación de las "causas iniciadas con anterioridad a esa fecha continuarán su trámite hasta su finalización según las reglas y por ante los órganos competentes establecidos por la Ley N° 3584/78 y cs.", conforme art.554, inciso 2, de la ley 5623; debidamente individualizado mediante Acordada nº 130/11, atento a lo determinado por los arts. 554, segundo párrafo, y 555 de la misma norma, no es posible predicar que en la especie se ha producido el segundo supuesto contemplado en el art. 40, inciso 1, de la Constitución Provincial, por lo que la acción deducida no es procedente. 

III. Ello ubica la cuestión en un contexto sustancialmente distinto al inicialmente planteado. 

En este orden de ideas, debe recordarse que el presentante también invoca como motivo fundante de la acción deducida, que sus defendidos "han sido sacados de la órbita del entendimiento del Juez Natural de la causa". En virtud de la relevancia que también se cifra en esta argumentación, considero imprescindible hacerme cargo de su examen. 

Desde la perspectiva constitucional, Osvaldo Gozaíni (Constitución de la Nación Argentina y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, T. 1, p. 763, AAVV, dirigido por Daniel Sabsay y coordinado por Pablo Manili, ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2009), conceptualiza con toda simplicidad que "juez natural es aquel que tiene jurisdicción para entender en un hecho concreto y que sólo por circunstancias excepcionales puede delegar o transferir esa capacidad para actuar". Ahora bien, desde una mirada específicamente inspirada en y para el derecho procesal penal, Luigi Ferrajoli (Derecho y razón, p. 590, ed.Trotta, Madrid, 2005) señala que la garantía del juez natural indica la "normalidad del régimen de competencias, preconstituida por la ley al juicio, entendiendo por competencia ‘la medida de la jurisdicción’ de que cada juez es titular". De allí, dice, es que significa "tres cosas distintas aunque relacionadas entre sí: la necesidad de que el juez sea preconstituido por la ley y no constituido post factum; la inderogabilidad y la indisponibilidad de las competencias; la prohibición de jueces extraordinarios y especiales". 

A la luz de lo que ya llevo dicho respecto de las facultades constitucionales y legales que le permitieron al Superior Tribunal de Justicia de la Provincia redistribuir funciones entre órganos jurisdiccionales ya existentes por medio de la Acordada 130/11, cabe anticipar que el Juzgado de Instrucción a cargo de la tramitación de las causas originalmente iniciadas conforme ley 3584 no fue creado después del hecho que se le imputa a los Sres. A., ni se trata de un órgano jurisdiccional que revista la calidad de extraordinario o especial, con lo que quedan evidentemente excluidas de la disquisición, ab initio, la primera y la última de las alternativas advertidas por Ferrajoli. 

Resta indagar si la segunda posibilidad se ha producido en el caso. 

Estimo que la respuesta negativa se impone. Aclara Ferrajoli que con este sentido, se "designa la reserva absoluta de la ley y la no alterabilidad discrecional de las competencias judiciales". Ciertamente que, según se ha visto, no se han alterado las competencias del Juzgado al que se remiten las causas tramitadas por el anterior digesto ritual por la acordada nº 130/11 ni, menos todavía, de manera discrecional, habida cuenta que la redistribución realizada de la causa en la que se encuentran afectados los Sres. O. E. A. y R. A.A., que recayera en el Juzgado de Instrucción de causas ley nº 3584, no es más que el resultado de una disposición legal consagrada en el nuevo ordenamiento ritual, con arreglo al cual, la causa continúa sometida al conocimiento de un juzgado de idéntica naturaleza que aquel en el que se inició y siguiendo las mismas reglas procesales en cuyo contexto fue inaugurado, sin perjuicio de la opción que eventualmente pueda realizarse por los imputados y cuya procedencia se valorará en su oportunidad. 

Es que, según lo entiendo, no debe confundirse el Juez órgano con el Juez persona. De otro modo, no sería posible, por ejemplo, aplicar el sistema de subrogancias y reemplazos, por el cual, un magistrado o funcionario es sustituido por otro cuando median las más variadas razones, denotando que lo que verdaderamente interesa para resolver la cuestión, observando la garantía del juez natural, es que la función preexista al hecho en investigación. Esta solución deviene aplicable al caso en examen a poco que se advierta que el régimen que dispone la remisión de las causas en trámite a un órgano judicial de instrucción penal preexistente, por Acordada 130/11, a los fines de su continuación, reconoce fuentes legales, cuales son los arts. 554, inciso 2, y 555 de la ley 5623, cuya constitucionalidad no se ha cuestionado en modo alguno. 

Por ende, tampoco desde este punto de vista que involucra, a los fines de fundamentar el habeas corpus, la garantía del juez natural, resulta procedente la pretensión instaurada. 

IV. Resta explorar la regla en materia de habeas corpus deducidos cuando, como en la especie, existe juez competente. 

En este orden de ideas, bien vale recordar que, como lo tiene decidido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y según lo consigna Alejandro Carrió (Garantías constitucionales en el proceso penal, ed. Hammurabi, Buenos Aires, 2003, p.164), "el hábeas corpus no procede si la privación de libertad se originó en una causa seguida ante juez competente y los cuestionamientos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención por esa autoridad o las falencias en el procedimiento son ajenas a ese remedio procesal e incumben a los jueces de la causa, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los recursos legales correspondientes". Cabe enfatizar que este criterio, expuesto por el Tribunal Cimero en la causa "Lucconi" (CSJN, 26/12/95, LL, 1996-B, 671) fue receptado a partir del precedente "Zariquiegui" de la misma Corte (CSJN, 1/10/87, LL, 1988-D, 228) y recientemente reiterado por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Misiones (19/4/2010, LLLitoral, octubre 2010, 1005). 

En sentido coincidente, al tratar el espinoso tema de la procedencia del habeas corpus en contra de decisiones -o de su ausencia, como se alega en la especie- judiciales, Sagüés (Derecho procesal constitucional, nº 4, Habeas corpus, p. 163, ed. Astrea, Buenos Aires, 2008) recuerda que la tesis negativa sostiene que "de admitirse el habeas corpus contra pronunciamientos de jueces, se quebraría el buen orden en los pleitos, auspiciándose la anarquía judicial. Además, -podemos añadir-, el derecho constitucional a no ser arrestado sino por orden escrita de autoridad competente (base del hábeas corpus) debe ejercerse de conformidad con las leyes que reglamentan su ejercicio (art. 14, Const. Nacional) y, en tal sentido, son los códigos procesales o las leyes específicas los que prevén el trámite para impugnar mediante los recursos ordinarios (apelaciones, declinatorias, inhibitorias, etc.), las detenciones dispuestas por los magistrados en violación al derecho vigente. En resumen, el hábeas corpus no debe convertirse ‘en una especie de atajo para evitar el tránsito por la vía procesal regular’". 

De su lado, Pablo López Viñals y Abel Fleming (Garantías del imputado, p. 188, ed.Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2007) aportan, enrolándose en una posición afirmativa limitada, que en la cuestión suscitada por este debate queda comprometida también la observancia del principio del juez natural "como expresión protectiva de la independencia judicial y garantía contra la posibilidad de manipulación del órgano jurisdiccional interventor en el asunto". Ambos autores proponen, para resolver la cuestión algunos criterios que son de interés en el caso, a saber, la existencia de otro proceso, la entidad de la afectación del derecho, la celeridad, la proporcionalidad y la inmediatez. 

Sobre lo primero, refieren que "se deberá observar si el hábeas corpus se dirige contra la actuación u omisión de un juez que ejerce jurisdicción en un caso, a través de un proceso formalmente regular, o si lo es contra la actuación de un juez que, sin tener a cargo un caso, tramitado en un proceso, exhorbita los límites de la autoridad confiada, dictando órdenes arbitrarias o ilegales en lo sustancial, pero violando también desde un punto de vista formal su ámbito de incumbencia funcional. En la primera hipótesis el criterio obrará de modo restrictivo a la admisión del amparo y en el segundo, como expansivo". Ciertamente que en la especie nos encontramos en el primero de los supuestos enunciados, en el que, además, ya existe resolución sobre la excarcelación oportunamente solicitada y cuya falta de notificación agraviaba al presentante, lo que refuerza la solución que se propicia en autos, y relevando de la necesidad de ingresar en el examen de los demás extremos sugeridos, a la luz de la existencia, por lo demás, de un remedio eficaz, oportuno e inherente al mismo proceso. 

En la especie, además, surge que las razones que invoca el presentante en pos de fundar la acción deducida se nutre de argumentos que son propios de la valoración que debe hacer el juez de la causa, antes que el del hábeas corpus.Digo ello en cuanto se mencionan las condiciones de los imputados, a saber, su arraigo, la caución y la ausencia de medidas probatorias pendientes de producción e, incluso, la alegada deficiencia de las probanzas de cargo colectadas, extremos que exceden el objeto de la acción por cuanto, debidamente contextualizado el caso, según se ha hecho en el apartado II.3. de estos considerados, la cuestión se postula como circunscripta a la competencia del juez que debe conocer en la causa. 

Este, por lo demás, ha sido el temperamento reiteradamente fijado por este proveyente al decidir la causa nº 13/09, caratulada "Recurso de hábeas corpus solicitado por el interno Jorge A. Copa", el 13 de febrero de 2009, y en la causa nº 112/2011, en junio del corriente año, por idénticos fundamentos. 

V. Nada de lo dicho, empero, me impide constatar que de las constancias del expediente nº 1601/11 no surge que se haya notificado ni al letrado defensor ni a los imputados, la remisión de la causa al Juzgado de Instrucción residual, extremo que, a mi juicio, debió ser observado por el Juzgado originario y que debe ser inmediatamente salvado por el órgano jurisdiccional receptor, toda vez que, hallándose afectadas en autos personas privadas de su libertad, el trámite exige la mayor celeridad, siendo que el expediente le fue remitido en fecha 30 de agosto próximo pasado y la entrada en vigencia del nuevo régimen procesal data del 1º de septiembre. 

Resulta singularmente relevante destacar que Sagüés, pese a su posición crítica frente a la solución propiciada por la tesis negativa, admite excepcionalmente la vía del hábeas corpus para cuestionar resoluciones judiciales en el supuesto en el que "están involucradas cuestiones directamente relacionadas con la defensa en juicio, y no hay posibilidad de recurrir a otros medios procesales destinados a reparar actos lesivos a la libertad" (op. cit., p.169). 

A tenor de lo explicitado en los parágrafos precedentes de estos considerandos, surge con evidencia la ausencia de tales extremos, en orden a autorizar la procedencia de la acción tentada, habida cuenta que la invocada imposibilidad de peticionar a favor de los cautelados es, antes bien, el resultado de una coyuntura crítica objetiva, con génesis en la transición originada por la entrada en vigencia de la ley 5623, mas no en una supresión efectiva de tales remedios, extremo éste que desde luego, debe ser urgentemente subsanado aunque no por la vía impetrada, toda vez que hacerlo implicaría incurrir en un exceso no autorizado por el remedio constitucional por no darse los presupuestos que le dan andamiento, situando la solución a consagrar en un ámbito alumbrado por la prudencia (Carlos Ignacio Massini Correas, La prudencia jurídica. Introducción a la gnoseología del derecho, ed. LexisNexis Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2006, p. 46). Se trata, evidentemente de una cuestión de grados, en la que la afectación de los derechos de los imputados no es la consecuencia de deficiencias constitucionales sino, antes bien, de motivos inherentes al trámite, como lo es la falta parcial de notificación de las medidas efectivamente adoptadas, esto es, de la denegatoria de la excarcelación y de la remisión del expediente, pero cuya constatación no altera el status procesal que los encartados ya tienen y que, sin embargo, es susceptible de mutar en cualquier oportunidad, con ajuste al normal devenir de la causa. 

En su mérito, y en orden a remediar el mentado defecto, el Sr. Magistrado a quien la causa le ha sido remitida, debe extremar los recaudos necesarios en aras de avocarse de inmediato a su trámite y notificar de ello a los Sres. O. E. A. y R. A. A. y a su defensa a efectos de posibilitar que éstos articulen las defensas y remedios que estimen menester para el ejercicio de sus derechos, conforme lo anunciado a fs. 1 vta., tercer y cuarto párrafos, de autos. 

Por los motivos precedentemente expuestos, 

RESUELVO:1.- Desestimar el habeas corpus deducido por el Dr. Lucas R. Grenni a favor de sus asistidos, O. E. A. y R. A. A., en cuanto se refiere a la disposición de su libertad. 

2.- En cumplimiento de l o preceptuado por el art. 40, inciso 4, de la Constitución Provincial, hacer saber a los Sres. O. E. A. y R. A. A. que, en virtud de lo preceptuado por los arts. 555 y 554, inciso 2º, de la ley 5623, el expediente nº 1601/11 fue remitido al Juzgado de Instrucción de causas ley 3584, con asiento en esta ciudad, conforme Acordada nº 130/11, ordenándose su puesta a disposición de dicho Magistrado. 

3.- Disponer que el Sr. Juez de Instrucción de Causas Ley nº 3584, con asiento en esta ciudad, se avoque de inmediato al conocimiento del expediente nº 1601/11 (art. 2º, Acordada nº 130/11), a los fines previstos por el art. 554, inciso 2, de la ley 5623. 

4.- Remitir en devolución la causa nº 1601/11 al Juzgado de Instrucción de Causas Ley nº 3584 a los efectos establecidos en el apartado precedente. 

5.- Registrar, agregar copia en autos, con constancia de Secretaría de la hora en que se emite este decisorio y notificar con habilitación de días y horas. 


